2011, Buenos Aires Capital Mundial del Libro

PROYECTO DE LEY

Artículo 1°.- Adhiérase la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a la Ley Nacional N° 26.695, sobre Educación en Establecimientos Carcelarios.

Artículo 2°.- La presente adhesión se efectúa con expresa reserva de jurisdicción, legislación, ejecución y control de las competencias que le corresponden a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en materia de educación.

Artículo 3°.- Acciones de implementación. En atención a lo establecido en el artículo 138 de la Ley N°26.695, sobre Educación en Establecimientos Carcelarios, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se compromete a la realización de todas las acciones de implementación según su competencia y de cooperación con el Ministerio de Educación de la Nación a los fines de lograr el cumplimiento de lo establecido en la norma adherida.

Artículo 4°.- Comuníquese, etc.

FUNDAMENTOS

Sr. Vicepresidente:


La Ley Nacional N°26.695, sobre Educación en Establecimientos Carcelarios, fue sancionada a los fines de modificar el Capítulo VIII, artículos 133 a 142 de la Ley N°24.660, para introducir las modificaciones necesarias que permitan brindar a nuestro país una educación inclusiva y así garantizar el derecho a la educación a todos los habitantes de la Nación, sin importar que se encuentren privados de su libertad.


El derecho a la educación constituye uno de los pilares fundamentales del sistema democrático y, atendiendo a ello, resulta necesario e imperativo que el mismo sea asegurado a todos los habitantes no importando en que condición se encuentren. Así, lo estableció la Constitución Nacional en su artículo 5° y seguido por la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en su Capítulo III, artículos 23 a 25.


Este derecho ha sido garantizado en numerosos instrumentos internacionales de derechos humanos, entre ellos: la Declaración Universal de los Derechos Humanos; Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre; Convención Americana de Derechos Humanos, entre otros.

En materia de personas privadas de la libertad, en el sistema interamericano de protección de derechos humanos, se adoptaron los Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas (Documento aprobado por la Comisión en su 131º período ordinario de sesiones, celebrado del 3 al 14 de marzo de 2008); en el cual la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a instancia de su Relatoría sobre los Derechos de las Personas Privadas de Libertad, estableció que:

“CONSIDERANDO el valor de la dignidad humana y de los derechos y libertades fundamentales, reconocidos por el sistema interamericano y por los demás sistemas de protección internacional de los derechos humanos;

 

RECONOCIENDO el derecho fundamental que tienen todas las personas privadas de libertad a ser tratadas humanamente, y a que se respete y garantice su dignidad, su vida y su integridad física, psicológica y moral;

 

DESTACANDO la importancia que tiene el debido proceso legal y sus principios y garantías fundamentales en la efectiva protección de los derechos de las personas privadas de libertad, dada su particular situación de vulnerabilidad;

 

TENIENDO PRESENTE que las penas privativas de libertad tendrán como finalidad esencial la reforma, la readaptación social y la rehabilitación personal de los condenados; la resocialización y reintegración familiar; así como la protección de las víctimas y de la sociedad”.


Asimismo establece en su Principio XIII:
 

“Educación y actividades culturales
 

Las personas privadas de libertad tendrán derecho a la educación, la cual será accesible para todas las personas, sin discriminación alguna, y tomará en cuenta la diversidad cultural y sus necesidades especiales.

 

La enseñanza primaria o básica será gratuita para las personas privadas de libertad, en particular, para los niños y niñas, y para los adultos que no hubieren recibido o terminado el ciclo completo de instrucción primaria.

 

Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos promoverán en los lugares de privación de libertad, de manera progresiva y según la máxima disponibilidad de sus recursos, la enseñanza secundaria, técnica, profesional y superior, igualmente accesible para todos, según sus capacidades y aptitudes.

 

Los Estados Miembros deberán garantizar que los servicios de educación proporcionados en los lugares de privación de libertad funcionen en estrecha coordinación e integración con el sistema de educación pública; y fomentarán la cooperación de la sociedad a través de la participación de las asociaciones civiles, organizaciones no gubernamentales e instituciones privadas de educación.

 

Los lugares de privación de libertad dispondrán de bibliotecas, con suficientes libros, periódicos y revistas educativas, con equipos y tecnología apropiada, según los recursos disponibles.

 

Las personas privadas de libertad tendrán derecho a participar en actividades culturales, deportivas, sociales, y a tener oportunidades de esparcimiento sano y constructivo. Los Estados Miembros alentarán la participación de la familia, de la comunidad y de las organizaciones no gubernamentales, en dichas actividades, a fin de promover la reforma, la readaptación social y la rehabilitación de las personas privadas de libertad.

 

En atención a todos los antecedentes citados surge la importancia de la norma nacional y la necesidad de su adhesión por parte de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires para su implementación efectiva.


Por todo lo expuesto, solicitamos se sancione el presente proyecto de ley.
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